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JORNADA “REFORMAS Y EFICIENCIA DEL SECTOR PÚBLICO. HACIA UN NUEVO MODELO DE RELACIÓN CON LAS EMPRESAS Y EL CIUDADANO”
En primer lugar permítanme que agradezca su invitación para participar en esta Jornada y que al mismo tiempo les felicite por la elección de su contenido; las cuestiones que  se han planteado son, en mi opinión, claves para la orientación y visión de futuro de unas Administraciones Públicas realmente eficaces.

Reformas que lleven a la eficiencia en la actuación del sector público en el marco de un nuevo modelo de su  relación con los administrados. Este es el reto.
Estamos inmersos en un contexto de profundos cambios en todos los órdenes; la transformación, para adaptarse a las coordenadas actuales y venideras de los modelos de gestión y organización en el sector privado, ha sido radical en los últimos tiempos. 
Por idénticos motivos, las Administraciones Públicas, por mucho que se empeñen algunos colectivos “inmovilistas”, no pueden seguir funcionando y rigiéndose del mismo modo que lo hacían décadas atrás.
Han cambiado las necesidades sociales y también los recursos fiscales para atenderlas;  por ello es inevitable que cambiemos las formas de gestionar. Si me permiten la licencia, no podemos seguir respondiendo a exigencias del siglo XXI con modelos, instituciones públicas y procesos internos, en múltiples casos, invariados desde hace más de un  siglo.

Por ello, antes de desgranar lo que entiendo por reformismo y eficiencia, iniciaré esta intervención reiterando mi enhorabuena a la Asociación organizadora de este acto, por su acertada contribución a la formación y la ampliación de la visión de los directivos de la Comunidad Autónoma.

Sin perjuicio de que, en mi condición de Presidenta de la Comunidad Autónoma de Aragón, centre mi intervención en las actuaciones implementadas en la administración autonómica, quiero dejar sentada una vez mas una premisa: en mi opinión a pesar de los reiterados mensajes de rechazo de algunos, el modelo territorial definido en la Constitución de 1978 ha sido útil y sigue siendo válido. 

A poco que alguien se proponga un análisis mínimamente serio y riguroso, comprobará cómo las Comunidades Autónomas han fomentado y garantizado un desarrollo equilibrado del conjunto de los territorios de España o, por decirlo de otra forma, han minimizado los profundos desequilibrios que existían entre las provincias, antes de 1978. 

Pero ello no significa, en ningún caso, que estemos ante un modelo de organización perfecto. Es cierto que como consecuencia del desarrollo del modelo descentralizador puesto en marcha a partir de 1981 se han originado en ocasiones  duplicidades y excesos ue pueden dificultar la eficacia de las administraciones.

Para corregir estas disfunciones es preciso reformar, reformar aquello que no ha funcionado de manera correcta, es decir  reformar para avanzar.  

Pero, ¿cómo afrontar todo esto? y, sobre todo, ¿cuál es el camino correcto en el futuro?  Señalaré algunas claves aunque me gustaría que éste fuera uno de los asuntos que pudiéramos abordar en el posterior debate.

No quiero aburrirles con una explicación detallada de las recetas que hemos aplicado en Aragón, que no significa que de modo obligado puedan funcionar en otras Comunidades Autónomas, pero sí han expresado una senda nueva por la que discurrimos, eso sí, con firme determinación para cambiar de rumbo.

Una senda cuyo punto de partida es la palabra ‘reforma’.

Una agenda reformista, por decirlo con palabras que ahora están muy de moda pero que en Aragón ya veníamos utilizando desde hace mas de dos años, que nos está permitiendo amortiguar el deterioro económico y recuperar la confianza.

De manera telegráfica, describiré a continuación las características del modelo de Administración al que debemos aspirar, y en el que estamos trabajando:

1. Una Administración ágil y eficiente; para conseguirla es preciso  simplificar procesos, eliminar costes que apenas añaden valor, adecuar los medios a las tareas efectivas desarrolladas, etc. En definitiva, lo que las empresas entienden por optimizar los recursos, no se puede olvidar que “el accionista de la Administración” es el ciudadano y merece el mismo respeto a su dinero por parte de quien la gestiona que el titular de acciones de una empresa.
2. Una Administración que no restringe la iniciativa privada ni dificulta la actividad empresarial (con el déficit publico controlado, y por tanto sin detraer recursos financieros excesivos, sin corsés innecesarios, etc. etc.), sino que más bien al contrario, trata de impulsarla mediante herramientas e incentivos en las áreas clave para el desarrollo de las compañías (simplificación de los trámites dministrativos, ayuda en la búsqueda de fuentes de financiación, en la internacionalización, en la innovación, etc.).

3. Una Administración que cubre las necesidades sociales básicas, manteniendo niveles razonables de calidad y al menor coste posible. Y quiero insistir en que son las necesidades sociales básicas (sanidad, educación y servicios sociales) y no el resto de, si me permiten la expresión, “aledaños” del estado de bienestar a los que se habían extendido las coberturas públicas gratuitas o semi-gratuitas en los años de bonanza y abundancia de ingresos fiscales.

4. Y, por último, una Administración equitativa y transparente, en la que ciudadanos y empresas concurran en igualdad de condiciones a prestaciones y servicios, con información pública suficiente sobre el uso final de los recursos y sus beneficiarios.

Y ya sin más dilación, paso a referirme al caso de Aragón.

 Aunque han pasado ya casi dos años y medio desde que accedimos al Gobierno autonómico en julio de 2011, creo oportuno recordar cuales fueron los aspectos de la situación económico-financiera de la Comunidad Autónoma sobre los que resultaba imprescindible llevar a cabo una intervención de manera inmediata. 
Un descontrol del déficit publico y con ello a tendencia desmesurada al incremento de la deuda pública, una situación casi de quiebra técnica en la tesorería, un sector público empresarial en el que las inversiones se habían llevado a cabo mediante un excesivo recurso al endeudamiento, con el incremento  de la correspondiente  carga financiera, y sin que en los estudios de viabilidad de las inversiones se hubieran  previsto escenarios distintos al de un  ininterrumpido crecimiento económico, por poner solo algunos ejemplos. 
Al mismo tiempo fuimos conscientes de que había un conjunto de áreas básicas en la Administración regional que no funcionaban  todo lo bien que debieran. 

Y decidimos actuar por medio de lo que podríamos llamar ‘reformas básicas’ para conseguir:
I.- Una administración más transparente con el ciudadano y con el Parlamento, porque los ciudadanos, como ya he indicado, tienen el derecho de saber qué hacemos sus gobernantes y, algo que les preocupa más, a qué se destina su dinero.

En este sentido debo de indicarles que, además de facilitar en tiempo y forma la información que nos es solicitada desde las Cortes de Aragón, tenemos muy avanzada la elaboración de un Proyecto de ley de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno que aprobaremos en el momento en el que la Ley estatal entre en vigor.

En esta misma línea de transparencia, los convenios firmados por los distintos Departamentos son públicos y se cuelgan en la página Web del Gobierno de Aragón, como también se hace, entre otras cuestiones, con la ejecución presupuestaria. 
Procuramos ser una Administración cumplidora con nuestros proveedores. El Gobierno de Aragón ya se adhirió a principios de 2012 a la primera fase del mecanismo de pago a proveedores, que supuso el abono de más de 170.000 facturas que se encontraban sin contabilizar y que alcanzaban la cifra de de 425 millones de euros; por último  este verano nos hemos adherido a la tercera fase de este mismo mecanismo  por un importe de 35 millones. 

Estas ‘reformas básicas’ las hemos aplicado al mismo tiempo que mantenemos nuestro sólido compromiso con las políticas sociales gestionadas  con criterios de eficacia y eficiencia, por ello en el Presupuesto de la Comunidad para 2013, dos de cada tres euros se están  destinando a gasto social (educación, sanidad y servicios sociales). 

Y ese mismo criterio es el que mantendremos en el próximo del Proyecto de Presupuestos  para 2014. 

Al mismo tiempo, la intervención en las políticas sociales la hemos asumido con el firme propósito de acometer las reformas necesarias para permitir su sostenibilidad en el tiempo, y mantener e incluso mejorar  su calidad con un uso más racional de los recursos. 

En este sentido, ya me he referido en alguna ocasión a un principio fundamental que quiero reiterar hoy: para que el Estado de bienestar y las políticas de cohesión sean viables, tenemos que sustituir un modelo de gasto social indiscriminado por un modelo de gasto social equitativo. 

Ello obliga a definir cuales son los servicios sociales que deben ser garantizados por las administraciones públicas, y también sus formas de financiación mas equitativas y solidarias.

En lo que respecta a la eliminación de las duplicidades administrativas estamos dando los pasos necesarios para eliminarlas, pendientes también de la aprobación en las Cortes Generales del Proyecto de Ley de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local.
A lo anterior decidimos añadir otro bloque de reformas, en este caso lo que hemos denominado ‘reformas para ahorrar’. 

En 2012 el Gobierno que presido aprobó 8 proyectos de ley destinados a poner en orden las cuentas de la Comunidad Autónoma y preparar nuestra economía para salir de la crisis; hemos adelgazado la estructura política y administrativa, hemos reducido el gasto de mantenimiento de la propia Administración (alquileres, parque móvil, telefonía, contratación centralizada de distintos servicios) publicidad, protocolo, dietas.

Al mismo tiempo  a través de la mejora en la gestión se han conseguido importantes ahorros en sanidad y en educación, sin cerrar un solo servicio sanitario ni   una sola aula. 

Simplemente gestionando mejor, convirtiendo en realidad la aparente paradoja de “hacer más con menos”. Algo que a algunos les parece una entelequia o simplemente imposible, pero que ustedes que ostentan puestos de responsabilidad en empresas, conocen que es perfectamente factible, aunque no sencillo.

Señoras y señores,

A las reformas básicas y para ahorrar,  a pesar de ser muy conscientes de que la política económica viene determinada por el Gobierno de España, hemos sumado un tercer bloque de reformas, que hemos denominado ‘reformas para crecer’, cuyo objetivo es mejorar la fortaleza de la  economía aragonesa y situarla en mejor posición  en el ranking de las Comunidades Autónomas. 

Desde nuestra llegada  al  Gobierno de Aragón hemos contenido y en algunos casos disminuido la presión fiscal, eliminamos el Impuesto sobre el Cable; Aragón es una de las comunidades,  junto con el País Vasco y La Rioja, en las que no está implantado el recargo de los hidrocarburos; hemos promovido deducciones en el IRPF por  inversión en I+D+i, o por financiación a proyectos de emprendedores (Business Angels) o también entre otras, por la compra de libros. 
Asimismo hemos diseñado una senda para reducir la tributación en el Impuesto de Sucesiones y Donaciones entre cónyuges y de padres a hijos, en este momento la exención alcanza el 33% de la Base Imponible y tenemos previsto que el próximo año 2014 la exención alcance el 50%. 
Firmamos al principio de la Legislatura un acuerdo con empresarios y sindicatos para favorecer la competitividad y el empleo; estamos trabajando en programas piloto de formación profesional dual con el objetivo de acelerar la convergencia entre la formación reglada y las aplicaciones prácticas en la empresa. 
En Julio del 2012, presentamos la Estrategia Aragonesa de Competitividad y Crecimiento, en la cual se fijaron como  ejes estratégicos para el desarrollo de la misma la internacionalización, la competitividad, la financiación así como el dialogo social y la coordinación institucional; al mismo tiempo que se definían como sectores estratégicos de la economía aragonesa el agroalimentario, la energía, la industria automovilística, la logística, el turismo y las nuevas tecnologías.

En los Presupuestos de la Comunidad para el ejercicio actual del 2013, se dotaron programas de los contemplados en la Estrategia por un importe cercano a los 500 millones de euros, teniendo previsto alcanzar una cifra similar o incluso superior en la Presupuestos de 2014.  
En el mes de Mayo último presentamos el denominado Plan Impulso para el crecimiento económico y la protección social, por un importe de 150 millones cuy financiación tiene su origen en la revisión de la cifra  déficit  autorizado para el ejercicio de 2013. 
En esa misma fecha pusimos en marcha un convenio con el Banco Europeo de Inversiones mediante el cual dicha institución aporta 100 millones de euros que son complementados con un importe igual por instituciones financieras privadas, con las que precisamente se firma entre hoy y mañana,  que supone poner a disposición de las empresas aragonesas una línea de financiación tanto para inversiones como para circulante, en condiciones muy ventajosas. 
Son solo ejemplos de cómo hemos aplicado la palabra ‘reforma’ a diferentes ámbitos de la actividad de la Comunidad Autónoma que presido, y que nos sitúan con cifras y datos objetivos –si me permiten la expresión-, ‘menos mal’ que la media de las regiones españolas.

Nuestro objetivo ha sido y es establecer una nueva relación entre sociedad e instituciones públicas, para ello  estamos cambiando el papel que reservamos a la sociedad y el que otorgamos a las instituciones, ampliando el primero y reduciendo el segundo.

Este modelo es aplicable a España en su conjunto, pero particularmente aplicable a las Comunidades Autónomas donde, como afirmaba anteriormente, reside esa función social que es el corazón de nuestro estado del bienestar. Reitero: educación, sanidad y políticas sociales.

Considero que el actual modelo autonómico ha sido determinante para mejorar el bienestar y la prosperidad de nuestros ciudadanos pero, al mismo tiempo, afirmo que no siempre ha sido gestionado con tino y es ahí dónde creo que resulta conveniente ‘repensarlo’.

La aplicación de reformas ordenadas y sensatas por parte de las Comunidades Autónomas es, a mi parecer, el salvavidas que permitirá al modelo sobrevivir e incluso mejorar.

Y en ese empeño estamos trabajando con ahínco desde el Gobierno de Aragón. Somos conscientes además de que para ustedes, las empresas, la actuación de las Administraciones Públicas competentes en los territorios donde están implantadas es una fuente de potenciales ventajas (o desventajas) competitivas.

En este sentido, quisiera aprovechar la ocasión para insistir en que estamos haciendo todo lo que está a nuestro alcance, dentro de nuestras competencias, para que Aragón sea destino de inversiones de empresas no solo de la Comunidad, sino también del resto del país y de otros países europeos y no europeos.

Trabajamos para conseguir que Aragón sea la Comunidad Autónoma donde más rápidamente y sin trabas se pueda  constituir y poner en marcha o ampliar una actividad empresarial. 

Estamos dotando de músculo financiero a las herramientas públicas que pueden apoyar la inversión privada (AVALIA, SODIAR y SUMA Teruel).

Estamos reforzando la capacidad de ayudar a las PYMES aragonesas a dar el salto al exterior a través de AREX y, de convenios con las Cámaras de Comercio.

Estamos reenfocando estrategias en institutos y centros de investigación e innovación públicos, para alinear sus objetivos y proyectos con las necesidades del tejido productivo aragonés.

Tratamos de mantener las líneas de subvención que mayores efectos pueden producir sobre la inversión y la competitividad de las empresas en los sectores estratégicos.

En definitiva y por concluir, las Administraciones Públicas somos responsables de delimitar el marco de actuación y regulatorio de las empresas, facilitándoles al mismo tiempo  su crecimiento y desarrollo.

Este, y no otro, es a mi juicio el papel del sector público en una economía de mercado moderna, global y abierta como la española y la aragonesa.

